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INTRODUCCIÓN 
 

Que, el debido proceso constituye uno de los pilares fundamentales del 

Estado de derecho y de la protección de los derechos humanos en el ámbito 

penal, en la legislación peruana, este principio se encuentra consagrado tanto 

en la Constitución Política del Perú como en el Código Procesal Penal, 

garantizando que toda persona sometida a un proceso penal cuente con las 

salvaguardas necesarias para la tutela efectiva de sus derechos y la 

prevención de arbitrariedades por parte del Estado. 

 Desde una perspectiva doctrinaria, el debido proceso ha sido definido 

como el conjunto de garantías mínimas que deben observarse en todo 

procedimiento judicial o administrativo para asegurar la defensa y la igualdad 

de las partes ante la ley (Landa Arroyo, 2016); según García Toma (2012), el 

debido proceso no solo implica el respeto a las formas procesales, sino 

también la protección sustantiva de derechos fundamentales como la 

presunción de inocencia, el derecho a la defensa, la imparcialidad del juez y la 

motivación de las resoluciones judiciales; por su parte Abad Yupanqui (2018) 

enfatiza que el debido proceso es un derecho de configuración constitucional 

que opera como límite al poder punitivo del Estado y como garantía de justicia 

material en el proceso penal. 

En el plano normativo, la Constitución peruana establece en su artículo 

139, inciso 3, la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional 

efectiva como principios rectores de la administración de justicia. Asimismo, el 
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artículo 2, inciso 24, reconoce derechos específicos como la presunción de 

inocencia, el derecho a ser juzgado por un tribunal independiente y la 

prohibición de ser condenado sin sentencia firme y motivada. 

 El Código Procesal Penal, por su parte, desarrolla estos principios a 

través de disposiciones que regulan la intervención judicial en la investigación, 

la admisión de pruebas, la asistencia letrada y la impugnación de resoluciones, 

entre otros aspectos. 

La jurisprudencia nacional e internacional ha jugado un papel clave en la 

consolidación del debido proceso en el Perú. Casos emblemáticos ante la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, como Cantoral Benavides vs. 

Perú y Barrios Altos vs. Perú, han reafirmado la obligación estatal de garantizar 

procesos penales justos, imparciales y respetuosos de los derechos 

fundamentales. 

 En el contexto actual, diversos autores advierten sobre los desafíos que 

enfrenta el debido proceso en el Perú, especialmente ante reformas legislativas 

recientes que han restringido garantías procesales y afectada la independencia 

judicial (Huamán, 2025; Human Rights Watch, 2025) 

En suma, el debido proceso en la legislación penal peruana es el 

resultado de una evolución normativa, doctrinaria y jurisprudencial orientada a 

asegurar la justicia, la equidad y la protección de los derechos humanos en el 

ámbito penal. Su vigencia y fortalecimiento son esenciales para la legitimidad 

del sistema de justicia y la confianza ciudadana en el Estado de derecho. 
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CAPITULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 
 

1.1. Título y descripción del trabajo 
 

 

Título del Trabajo 
 

El presente trabajo de suficiencia profesional lo he titulado: Análisis 

del principio del debido proceso dentro de la legislación penal peruana.   

1.2. Objetivos del presente trabajo 

 

Uno de los objetivos centrales es analizar críticamente el alcance y la 

efectividad de las garantías del debido proceso establecidos en la 

Constitución y en los códigos penales y procesales penales, este análisis 

incluye el estudio de los derechos fundamentales del imputado, como la 

presunción de inocencia, el derecho a la defensa, el acceso a un juez 

imparcial y el derecho a un juicio justo, los académicos examinan la brecha 

entre la norma y su aplicación, especialmente frente a problemas 

sistémicos como la ineficiencia judicial y la corrupción. 
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Existe un interés particular en investigar la tensión entre las medidas 

de prisión preventiva y el principio de presunción de inocencia, se busca 

determinar si la aplicación de la prisión preventiva en el Perú respeta los 

estándares internacionales y nacionales de debido proceso, y si su uso es 

proporcional y justificado; otro objetivo académico relevante es evaluar 

cómo las desigualdades sociales y económicas afectan el acceso efectivo 

al debido proceso, se analizan las barreras que enfrentan los grupos 

vulnerables para acceder a una defensa adecuada ya un proceso justo, así 

como las implicancias de estas desigualdades en la protección de los 

derechos humanos. 

La literatura académica también se enfoca en analizar el impacto de 

las reformas judiciales, como la implementación del nuevo Código Procesal 

Penal, en la protección del debido proceso; se evalúa si la modernización y 

simplificación de los procedimientos han fortalecido las garantías 

procesales o si persisten desafíos en su implementación debido a la cultura 

jurídica y la resistencia institucional. 

Se promueve el uso de enfoques comparativos e interdisciplinarios, 

que permiten contrastar los estándares peruanos con los de otros sistemas 

jurídicos y analizar el debido proceso desde perspectivas como la 

sociología, la psicología y la criminología, esto contribuye a una 

comprensión más integral ya la formulación de políticas basadas en 

evidencia. 

Un objetivo clave es identificar vacíos o inconsistencias en el marco 

legal del debido proceso y proponer reformas legislativas o de política 
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pública que fortalezcan la protección de los derechos procesales, alineando 

la legislación peruana con los estándares internacionales, finalmente, la 

documentación y sistematización de la jurisprudencia relevante, 

especialmente de la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional, es 

fundamental para comprender la evolución y aplicación del debido proceso 

en la práctica judicial peruana. 

 
  

1.3. Justificación 

Que, el debido proceso es uno de los pilares fundamentales del 

Estado de Derecho y constituye una garantía esencial para la protección de 

los derechos humanos en el ámbito penal, en la legislación penal peruana, 

su justificación académica se sustenta en la necesidad de asegurar la 

legalidad, la imparcialidad y la protección de los derechos fundamentales 

de las personas algunas veces a un proceso penal. 

El debido proceso está consagrado en la Constitución Política del 

Perú, que establece la defensa de la persona humana y el respeto de su 

dignidad como fin supremo de la sociedad y del Estado (art. 1), así como el 

derecho a la defensa ya un proceso justo (art. 139), estas garantías se 

desarrollan en el Código Penal y el Código Procesal Penal, que regulan los 

procedimientos y salvaguardias para evitar arbitrariedades y asegurar la 

tutela judicial efectiva. 

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano ha sido clave en 

la interpretación y desarrollo del debido proceso, el Tribunal ha señalado 
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que el debido proceso comprende tanto garantías formales (como el 

derecho a ser oído, a la defensa ya la motivación de las resoluciones) 

como garantías sustantivas (como la presunción de inocencia y la 

prohibición de pruebas ilícitas). 

El debido proceso en la legislación penal peruana se encuentra 

alineado con los estándares internacionales, especialmente los 

establecidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 

8 y 25) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 14), la 

doctrina peruana reconoce la influencia de la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, que ha establecido parámetros 

vinculantes sobre la presunción de inocencia, el derecho a la defensa y la 

motivación de las sentencias. 

A pesar de su robusto marco normativo, la literatura académica 

señala desafíos persistentes en la aplicación efectiva del debido proceso 

en el Perú, como la corrupción, la provisionalidad de jueces y fiscales, y la 

presión mediática en casos de alto perfil; el informe de la OCDE (2017) y 

estudios recientes muestran que la confianza ciudadana en la garantía de 

los derechos procesales es limitada, lo que evidencia la necesidad de 

fortalecer la institucionalidad y la independencia judicial. 

La justificación académica del debido proceso en la legislación penal 

peruana se fundamenta en la protección de los derechos fundamentales, la 

garantía de un juicio justo y la prevención de arbitrariedades, la doctrina 

nacional, en diálogo con los estándares internacionales y la jurisprudencia 
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constitucional, subraya la centralidad del debido proceso como condición 

indispensable para la legitimidad y eficacia del sistema penal peruano. 

Víctor García Toma (2017) sostiene que el debido proceso es “el 

conjunto de garantías mínimas que deben observarse en todo proceso 

judicial o administrativo para asegurar la defensa de los derechos 

fundamentales de las personas” (p. 45); García Toma enfatiza que el 

debido proceso no solo es una exigencia formal, sino también sustantiva, 

pues implica la protección efectiva de los derechos de los justiciables. 
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CAPITULO II.- Marco Teórico 
 
2.1 Qué debemos entender por el debido proceso. - 
 

Que, el debido proceso es un derecho fundamental consagrado en la 

Constitución Política del Perú y desarrollado en la legislación penal, 

especialmente en el Código Procesal Penal, en el contexto penal peruano, 

el debido proceso implica el conjunto de garantías mínimas que aseguran 

que toda persona sometida a un proceso penal pueda ejercer su defensa y 

que el proceso se desarrolle conforme a los principios de justicia, equidad y 

legalidad. 

La Constitución Política del Perú, en su artículo 139, inciso 3, 

establece que la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional 

efectiva son principios y derechos de la función jurisdiccional, este derecho 

no solo se limita al ámbito penal, sino que se extiende a todos los 

procedimientos judiciales y administrativos, garantizando que ninguna 
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persona sea privada de sus derechos sin un proceso legal previo y 

adecuado. 

El Código Procesal Penal peruano desarrolla este derecho, 

estableciendo reglas y principios que rigen el proceso penal, como la 

dirección judicial del proceso, la economía procesal, la inmediación, la 

socialización y la garantía de defensa, así, toda persona tiene derecho a 

ser oída por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 

dentro de un plazo razonable y con las debidas garantías. 

El debido proceso penal en el Perú también está influenciado por 

estándares internacionales, como la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, que establecen garantías mínimas para toda persona sometida a 

un proceso penal, tales como el derecho a ser oído por un juez imparcial, la 

presunción de inocencia, el derecho a la defensa y el plazo razonable para 

la resolución del proceso. 

Los elementos fundamentales del debido proceso penal en el Perú 

incluyen los denominados derecho a la defensa que otorga la posibilidad de 

ser asistido por un abogado desde el inicio de la investigación y durante 

todo el proceso penal, asi como tener acceso al Juez imparcial y 

competente, dado que el proceso debe ser dirigido por un juez o tribunal 

imparcial, independiente y competente; asi como toda persona es 
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considerada inocente hasta que se demuestre lo contrario mediante 

sentencia firme. 

Asimismo, todo ciudadano debe contar con el derecho a ser 

informado de la acusación, es decir el imputado tiene derecho a ser 

informado, de manera clara y detallada, de los hechos que se le imputan y 

de la calificación jurídica de los mismos y al mismo tiempo el juicio debe ser 

público y oral, es decir, el proceso penal debe desarrollarse en audiencias 

públicas y orales, salvo excepciones justificadas por la ley precisando que 

nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse 

culpable; al mismo tiempo el proceso debe desarrollarse en un plazo 

razonable, evitando dilaciones indebidas. 

Por otro lado existen otros derechos no menos importantes como el 

derecho a producir y contradecir pruebas, es decir, las partes tienen 

derecho a ofrecer, producir y contradecir pruebas en igualdad de 

condiciones y exigir que todas las resoluciones judiciales deben estar 

debidamente motivadas, permitiendo su control y revisión y al mismo 

tiempo, el derecho a que todo ciudadano pueda acceder a la tutela 

jurisdiccional efectiva, es decir, pueda acceder a la justicia y a obtener una 

protección real y concreta de los derechos fundamentales. 

Diversos autores peruanos han definido y analizado el debido proceso 

en el contexto penal, por ejemplo, César San Martín Castro, define el 

debido proceso como el conjunto de garantías mínimas que deben 
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observarse en todo proceso penal para asegurar la tutela de los derechos 

fundamentales de las partes, especialmente del imputado, destaca la 

importancia de la defensa, la imparcialidad y la motivación de las 

resoluciones; Víctor Prado Saldarriaga, considera el debido proceso como 

un derecho fundamental de naturaleza instrumental, que garantiza la 

protección de otros derechos fundamentales durante el proceso penal, no 

solo en el respeto a las formas procesales, sino también en la efectividad 

de la tutela judicial y la igualdad de las partes; César Landa Arroyo, 

sostiene que el debido proceso es el derecho de toda persona a ser oída, 

con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 

tribunal competente, independiente e imparcial, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella; José Hurtado Pozo, 

resalta la importancia de la imparcialidad del juez, la publicidad del proceso 

y el derecho a la defensa como elementos esenciales del debido proceso. 

El Tribunal Constitucional peruano ha desarrollado una vasta 

jurisprudencia sobre el debido proceso penal, estableciendo que la 

vulneración de cualquiera de sus elementos puede acarrear la nulidad del 

proceso penal, ha enfatizado la importancia de la motivación de las 

resoluciones, la defensa, la presunción de inocencia y el acceso a la 

justicia; consecuentemente, el debido proceso en la legislación penal 

peruana es un derecho fundamental que garantiza un conjunto de 

garantías mínimas para asegurar un juicio justo, imparcial y respetuoso de 

los derechos fundamentales del imputado, su desarrollo normativo, 
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doctrinario y jurisprudencial lo convierte en un pilar esencial del Estado de 

Derecho y la administración de justicia en el Perú. 

2.2 Importancia del principio del debido proceso. -  
 

Que, el debido proceso está consagrado en la Constitución Política 

del Perú, especialmente en los artículos 2 y 139, que establecen el 

derecho de toda persona a un proceso justo, la presunción de inocencia, 

el derecho de defensa, la motivación de las resoluciones judiciales y el 

acceso a recursos impugnatorios; por su parte el Código Procesal Penal 

desarrolla estos principios, asegurando que toda persona acusada de un 

delito tenga derecho a ser informada de los cargos, a contar con defensa 

técnica, a presentar pruebas ya ser juzgada por un tribunal imparcial. 

El proceso debido es la garantía esencial para la protección de 

derechos como la libertad personal, la integridad, la igualdad ante la ley y 

la tutela judicial efectiva, sin este principio, el proceso penal podría 

convertirse en un instrumento de arbitrariedad estatal; la observancia del 

debido proceso legitimo las decisiones judiciales, ya que asegura que los 

jueces actúen con independencia, imparcialidad y conforme a la ley, la 

Corte Constitucional peruana ha señalado que el debido proceso no es 

solo una formalidad, sino una garantía sustantiva que da validez a todo 

acto procesal penal. 
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El debido proceso actúa como un límite al poder punitivo del Estado, 

evitando abusos como la detención arbitraria, la condena sin pruebas 

suficientes o la aplicación retroactiva de la ley penal, la jurisprudencia 

peruana y la doctrina resaltan que el respeto al debido proceso es 

indispensable para evitar errores judiciales y violaciones de derechos 

humanos; Perú es parte de tratados internacionales como la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, que refuerzan el debido proceso como 

derecho fundamental y obligan a su cumplimiento en el ámbito interno; la 

inobservancia del debido proceso puede acarrear la nulidad de los 

procesos penales, la obligación de indemnizar a las víctimas de 

violaciones y la condena internacional del Estado peruano, como ha 

ocurrido en sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Diversos autores peruanos han analizado la importancia del debido 

proceso en el ámbito penal, como por ejemplo, Víctor Prado Saldarriaga 

(ex presidente del Poder Judicial), sostiene que el debido proceso es la 

garantía que permite equilibrar la función represiva del Estado con la 

protección de los derechos fundamentales del imputado, siendo 

indispensable para la legitimidad del sistema penal; César San Martín 

Castro (magistrado supremo) enfatiza que el debido proceso es un 

derecho fundamental de configuración constitucional y convencional, que 

debe ser respetado en todas las etapas del proceso penal, desde la 

investigación hasta la ejecución de la sentencia; Walter Albán Peralta 
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(constitucionalista) destaca que el debido proceso es la base de la tutela 

judicial efectiva y la única vía para evitar la arbitrariedad y el abuso de 

poder en el proceso penal. 

El Tribunal Constitucional del Perú ha reiterado en Múltiples 

sentencias que el debido proceso es un derecho fundamental y un 

presupuesto de validez de todo proceso penal, ha anulado procesos y 

sentencias cuando se ha comprobado la vulneración de este principio, 

especialmente en casos de falta de motivación, indefensión o parcialidad 

judicial; en ese sentido, el principio del debido proceso es esencial en la 

legislación penal peruana porque garantiza la protección de los derechos 

fundamentales, legitima la actuación judicial, limita el poder punitivo del 

Estado y asegura la conformidad del sistema penal con los estándares 

internacionales de derechos humanos. Su respeto es indispensable para 

la justicia, la seguridad jurídica y la confianza ciudadana en el sistema 

judicial. 
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CAPITULO III.- Desarrollo de actividades programadas 

3.1. Críticas al debido proceso. - 
 

Que, una de las críticas más recurrentes es el excesivo formalismo en 

la aplicación del debido proceso, priorizando el cumplimiento de etapas y 

requisitos procesales sobre la protección real de los derechos 

fundamentales, esto puede llevar a que se cumplan las formas sin que se 

garantice la justicia material para las partes, especialmente para el 

imputado, en ese sentido, el debido proceso es un derecho fundamental, 

que no puede ser explicado al margen de una doctrina coherente, se trata 

de un concepto que, si bien tiene manifestaciones formales, debe ser 

entendido en su dimensión sustantiva. (Oré Guardia, 2019, p. 45).  

La imparcialidad del juez es una garantía esencial del debido proceso, 

sin embargo, existen cuestionamientos sobre la independencia de los 

jueces penales, especialmente en casos de alto perfil político o mediático, 

la presión mediática y la instrumentalización del proceso penal afectan la 

presunción de inocencia y el derecho de defensa; el debido proceso penal 
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no puede ser una mera formalidad; debe ser una garantía real y efectiva 

frente al poder punitivo del Estado, la presión mediática y la criminalización 

anticipada vulneran gravemente este principio". (Espinoza Ramos, 2022). 

La demora excesiva en la tramitación de procesos penales vulnera el 

derecho a ser juzgado en un plazo razonable, la congestión judicial, la 

sobrecarga de expedientes y la ineficiencia administrativa afectan 

gravemente la efectividad del debido proceso; el debido proceso tiene, a su 

vez, dos expresiones: una formal y otra sustantiva; en la de carácter formal, 

los principios y reglas que lo integran incluyen el derecho a que un proceso 

concluya en un plazo razonable (Oré Guardia, 2019, p. 52). 

El uso excesivo y, en ocasiones, arbitrario de la prisión preventiva es 

una de las críticas más severas, esta medida, que debería ser excepcional, 

se aplica de manera rutinaria y por períodos que exceden los límites 

razonables, afectando la presunción de inocencia y el derecho a la libertad 

personal; la ampliación del derecho penal del enemigo en la legislación 

peruana tiene significado una peligrosa relativización del debido proceso, 

especialmente en la aplicación de la prisión preventiva y la valoración de la 

prueba (Suárez, 2023). 

En muchos casos, los imputados no cuentan con una defensa técnica 

adecuada, ya sea por falta de recursos o por deficiencias en la defensa 

pública, esto limita el acceso real a la tutela judicial efectiva y afecta la 

igualdad de armas en el proceso penal; el Estado de Derecho proviene del 

Estado Legislativo o Estado basado en la ley, cuyo elemento esencial, 

entre otros, es la tutela jurisdiccional (Oré Guardia, 2019, p. 60). 
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La insuficiente motivación de las sentencias y resoluciones judiciales 

impide el control efectivo de la legalidad y la transparencia en la 

administración de justicia penal; la estricta como correcta aplicación de la 

sana crítica o libre valoración probatoria penal, garantiza la observancia y 

realización de los derechos fundamentales en el proceso penal (Salinas, 

2021). 

Se cuestiona la forma en que los jueces valoran la prueba, en 

ocasiones recurriendo a presunciones o indicios insuficientes, lo que puede 

llevar a condenas injustas y vulnerar la presunción de inocencia; autores 

como Gonzales (2024) y Sandoval (2022) han advertido sobre la 

judicialización de la política y el uso instrumental del proceso penal 

(Lawfare), que afecta la independencia judicial y la presunción de 

inocencia. 

Las críticas al debido proceso dentro de la legislación penal peruana 

son múltiples y abarcan desde el formalismo excesivo, la falta de 

imparcialidad judicial, las dilataciones indebidas, el uso abusivo de la 

prisión preventiva, las deficiencias en la defensa, la falta de motivación de 

las resoluciones, hasta la influencia de factores externos como el Lawfare, 

estas deficiencias han sido señaladas tanto por la doctrina nacional como 

por organismos internacionales, y constituyen retos urgentes para la 

reforma y mejora del sistema penal peruano. 
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3.2. El debido proceso como derecho fundamental. - 
 

Que, el proceso debido es reconocido específicamente como un 

derecho fundamental en el sistema jurídico peruano, la Constitución 

Política del Perú de 1993 lo consagra en su artículo 139, estableciendo 

que toda persona tiene derecho a un proceso justo, imparcial y con las 

debidas garantías, tanto en el ámbito judicial como administrativo, este 

derecho es de aplicación inmediata y vinculante para todas las 

autoridades, sirviendo como salvaguarda de la legalidad procesal y la 

dignidad humana. 

Que, la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad 

son el fin supremo de la sociedad y del Estado” (Constitución Política del 

Perú, art. 1); en ese sentido, el Tribunal Constitucional ha interpretado 

que el debido proceso abarca tanto garantías procesales (derecho a ser 

oído, defensa, motivación de resoluciones, derecho a la doble instancia) 

como sustantivas (presunción de inocencia, legalidad penal, prohibición 

de retroactividad). 

El Código Procesal Penal peruano (Decreto Legislativo N° 957) 

desarrolla el debido proceso como principio rector del proceso penal, 

entre sus garantías principales destacan la presunción de inocencia, que 

señala que toda persona es inocente hasta que se demuestre lo contrario 

mediante sentencia firme, el derecho de defensa, que señala que el 

imputado tiene derecho a ser informado de los cargos, contar con defensa 

técnica, presentar pruebas y contradecir las de la parte acusadora; el 
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control judicial, que señala que toda medida que afecte derechos 

fundamentales (detención, allanamiento, incautación) requiere 

autorización y control judicial; la publicidad y motivación, que señala que 

las audiencias son públicas y las resoluciones deben estar debidamente 

motivadas y el derecho a la doble instancia, que señala que toda 

sentencia puede ser revisada por un tribunal superior y finalmente la 

prohibición de doble juzgamiento y retroactividad, dado que no se puede 

juzgar dos veces por el mismo hecho ni aplicar leyes penales 

retroactivamente en perjuicio del imputado. 

Estas garantías están alineadas con los estándares internacionales 

de derechos humanos, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ambos 

incorporados al derecho interno peruano; en ese sentido, el Tribunal 

Constitucional del Perú ha sido clave en la interpretación y protección del 

debido proceso en materia penal, entre sus pronunciamientos más 

relevantes destacan por ejemplo las denominadas cortes de jueces sin 

rostro, que declaró inconstitucionales los tribunales “sin rostro” por 

vulnerar el derecho a un juez imparcial y a la publicidad del proceso, la 

detención preventiva, que ha establecido que la prisión preventiva debe 

ser excepcional, motivada y sujeta a control judicial, para no vulnerar la 

presunción de inocencia; el acceso a la defensa y a la prueba, que ha 

señalado que negar el acceso a la defensa o a la prueba constituye una 

violación al debido proceso y la motivación de resoluciones, que exige 
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que toda decisión judicial esté debidamente fundamentada, 

especialmente cuando afecta derechos fundamentales. 

A pesar del marco normativo robusto, la aplicación práctica del 

debido proceso enfrenta desafíos como la corrupción, la injerencia 

política, el uso excesivo de la prisión preventiva y las dificultades de 

acceso a la defensa, especialmente para personas en situación de 

vulnerabilidad; en ese sentido, organismos internacionales y la propia 

Corte Interamericana de Derechos Humanos han instalado en Perú para 

fortalecer la independencia judicial y garantizar la efectividad de las 

garantías procesales. 

Autores peruanos destacados como David Lovatón Palacios, 

especialista en derecho constitucional y procesal penal, ha analizado el 

rol del Tribunal Constitucional en la protección del debido proceso, Víctor 

Tau Anzoátegui, referente en la historia social del derecho peruano y la 

evolución de las garantías procesales, Ana Cecilia Mac Lean, ha 

abordado la enseñanza y comprensión de los derechos fundamentales, 

incluido el debido proceso, en la formación jurídica peruana. 

En ese sentido, el debido proceso es un derecho fundamental en la 

legislación penal peruana, con reconocimiento constitucional, desarrollo 

legal en el Código Procesal Penal y protección reforzada por la 

jurisprudencia del Tribunal Constitucional y los tratados internacionales; 

sin embargo, su aplicación efectiva enfrenta retos estructurales que 

requieren reformas y vigilancia constante para garantizar la justicia y la 

protección de los derechos humanos en el proceso penal peruano. 
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CAPITULO IV.- Resultados Obtenidos  

 

1. Que, el debido proceso está reconocido como un derecho fundamental en 

la Constitución Política del Perú y en la legislación penal, garantizando 

derechos como la presunción de inocencia, el derecho a la defensa, la 

motivación de las resoluciones y la tutela judiciales efectiva. 

2. Que, la Corte Constitucional peruana ha reiterado que el debido proceso 

no es solo un requisito formal, sino un derecho sustantivo que debe 

observarse en todos los procedimientos judiciales, especialmente en 

materia penal. 

3. Que, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional del Perú ha enfatizado 

la necesidad de que las decisiones judiciales sean debidamente 

motivadas y que se respete la presunción de inocencia; sin embargo, 

algunos análisis académicos señalan que en ocasiones la motivación de 

las sentencias no es suficientemente exhaustiva, lo que puede afectar la 

transparencia y la equidad del proceso.  
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4. Que, el Tribunal Constitucional ha sido objeto de escrutinio por parte de 

organismos internacionales, como la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, que ha encontrado violaciones al debido proceso en casos de 

detenciones arbitrarias, falta de control judicial y deficiencias en la 

motivación de las resoluciones  

5. Que, la Corte Interamericana y la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos han emitido recomendaciones y sentencias que subrayan la 

importancia de fortalecer las garantías procesales y la independencia 

judicial en el Perú. 

6. Que, aunque la legislación peruana reconoce la presunción de inocencia, 

en la práctica se observa un uso frecuente y a veces excesivo de la 

detención preventiva, lo que puede vulnerar este principio fundamental, 

estudios académicos y reportes oficiales documentan que la detención 

preventiva se utiliza incluso en ausencia de pruebas suficientes o sin el 

debido control judicial. 

7. Que, se identifican retrasos significativos en los procesos judiciales 

penales, lo que afecta el derecho a ser juzgado en un plazo razonable, la 

sobrecarga del sistema penitenciario (más de 91,000 internos en cárceles 

diseñadas para 41,000) agrava la situación, ya que muchos detenidos 

esperan juicio durante largos periodos. 

8. Que, la implementación del nuevo Código Procesal Penal ha sido parcial y 

desigual, lo que limita la efectividad de las garantías procesales en todo el 

país, la resistencia institucional y la cultura judicial tradicional dificultan la 

plena aplicación de las reformas. 
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9. Que, se evidencia de que, aunque el debido proceso es un derecho 

fundamental reconocido y protegido en la legislación penal peruana, su 

investigación real depende de superar obstáculos estructurales, culturales 

e institucionales que aún limitan su plena vigencia y aplicación. 
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CONCLUSIONES 

 

1. Que, el Tribunal Constitucional del Perú ha consolidado el debido proceso 

como un derecho fundamental que abarca un conjunto de garantías 

formales y materiales, destinadas a proteger a toda persona sometida a un 

proceso penal frente a posibles arbitrariedades o vulneraciones de 

derechos; estas garantías incluyen, entre otras, el derecho de defensa, la 

presunción de inocencia, la motivación de las resoluciones, la publicidad, la 

contradicción y la tutela judicial efectiva. 

2. Que, el debido proceso no se limita a la etapa del juicio, sino que se 

proyecta desde el inicio de la investigación penal, incluso antes de la 

intervención judicial formal, esto implica que las garantías procesales 

deben observarse desde la investigación preliminar, asegurando la 

protección de los derechos del imputado en todas las fases del proceso. 

3. Que, el derecho de defensa es considerado por la jurisprudencia y la 

doctrina como uno de los elementos más relevantes del debido proceso 

penal, garantiza que el imputado pueda ejercer plenamente su defensa, 

tanto en la investigación como en el juicio, y que exista igualdad de armas 

entre las partes, permitiendo la contradicción de las pruebas presentadas 

en su contra. 
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4. Que, la demora injustificada en la tramitación de los procesos penales 

constituye una vulneración autónoma del debido proceso, estudios 

recientes muestran que hasta el 85% de los casos en algunos juzgados no 

se resuelven dentro de los plazos legales, afectando gravemente los 

derechos de imputados y víctimas; el Tribunal Constitucional y la doctrina 

coinciden en que el derecho a un plazo razonable es indispensable para la 

justicia penal. 

5. Que, a pesar de los avances normativos, en la práctica persisten 

vulnerabilidades sistemáticas al debido proceso, tales como la violación de 

la imparcialidad judicial y uso indebido de la detención preventiva, 

afectando la presunción de inocencia, deficiencias en la notificación y 

conocimiento de la imputación, limitando el derecho de defensa; 

limitaciones en la inmediación y oralidad, especialmente con la 

fragmentación de audiencias y delegación de diligencias, existencia de 

“pruebas diabólicas” (de difícil refutación), que pueden distorsionar la 

presunción de inocencia y el derecho de defensa. 

6. Que,  las reformas legislativas recientes (2020-2025) han buscado 

fortalecer el debido proceso, pero también han generado preocupaciones, 

como por ejemplo la Ley N.º 32181, que restringe medidas cautelares 

contra policías en funciones, ha sido criticada por vulnerar el principio de 

igualdad ante la ley y limitar el acceso a la justicia; la digitalización y las 

audiencias virtuales han mejorado el acceso a la justicia, pero también han  
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planteado nuevos retos para la inmediación, la confidencialidad y la 

igualdad de armas.  

7.   Que, el debido proceso es reconocido como un derecho fundamental y la   

principal garantía frente a posibles arbitrariedades en el proceso penal 

peruano; sin embargo, su aplicación efectiva enfrenta desafíos 

significativos derivados de deficiencias estructurales, prácticas judiciales 

inadecuadas, reformas legislativas controvertidas y limitaciones 

institucionales.  
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RECOMENDACIONES 
 

1. Revisar la Constitución Peruana: El debido proceso está consagrado 

como derecho fundamental en los artículos 2 y 139 de la Constitución, 

que garantizan la defensa, la presunción de inocencia, el derecho a ser 

informado de los cargos, la publicidad del juicio, el derecho a la doble 

instancia y la independencia judicial. 

2. Estudiar el Código Procesal Penal: Analizar cómo el Código Procesal 

Penal desarrolla estos principios, especialmente en lo relativo a la 

estructura de las etapas procesales, la autorización judicial para 

medidas restrictivas de derechos (como detenciones, interceptaciones y 

allanamientos), y la protección de la privacidad y las comunicaciones. 

3. Revisar fallos emblemáticos del Tribunal Constitucional y la Corte 

Suprema: Casos como los relacionados con la jurisdicción militar, la 

investigación de violaciones de derechos humanos (Barrios Altos, La 

Cantuta), y la protección mediante amparo y habeas corpus, son 

fundamentales para entender la evolución y los límites del debido 

proceso en Perú. 

4.  Uso excesivo de la prisión preventiva: La investigación debe abordar 

cómo la prisión preventiva, concebida como medida excepcional, se ha 

convertido en una práctica frecuente y, a menudo, arbitraria, afectando 

la presunción de inocencia y el derecho a la libertad personal. 

5. Acceso desigual a la defensa legal: Analizar las barreras que enfrentan 

los acusados, especialmente los de bajos recursos, para acceder a una 
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defensa técnica adecuada, lo que puede derivar en condenas injustas o 

procesos viciados. 

6. Evaluar reformas y proyectos legislativos: En los últimos años, el 

Congreso ha impulsado reformas que pueden restringir garantías 

procesales, como la reducción de herramientas investigativas para 

fiscales o la limitación de la independencia de órganos judiciales. 

7. Aplicar los estándares de la Corte Interamericana: La investigación debe 

utilizar como referencia los principios de legalidad, imparcialidad, 

motivación de resoluciones, derecho a la defensa y acceso a recursos 

efectivos, tal como los ha desarrollado la Corte Interamericana. 

8. Comparar con experiencias regionales: Analizar cómo otros países 

latinoamericanos han enfrentado desafíos similares, especialmente en la 

transición a sistemas acusatorios, la implementación de audiencias 

orales y la creación de defensorías públicas. 

9. Acceso desigual a la defensa legal: Analizar las barreras que enfrentan 

los acusados, especialmente los de bajos recursos, para acceder a una 

defensa técnica adecuada, lo que puede derivar en condenas injustas o 

procesos viciados. 

10. Retrasos y congestión judicial: Investigar cómo la demora en los 

procesos y la sobrecarga de los tribunales afectan el derecho a ser 

juzgado en un plazo razonable 
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